INCIDENTE DE DESACATO 

RADICACIÓN:    660013187003201600103-01
 ACCIONANTE: MARIA ELENA LÓPEZ AGUIRRE

En Rep. MIGUEL ANTONIO LÓPEZ
SE CONFIRMA 
A N°029

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 
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                                                                    Acta de Aprobación N° 276
                                                      Hora: 10:40 a.m.
1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), mediante la cual se sancionó a varias funcionarias de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -en adelante UARIV-,  a saber: CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General-, CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparación-, y ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS -Subdirectora de Reparación Individual-, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela emitida a favor del señor MIGUEL ANTONIO LÓPEZ  VELÁSQUEZ. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En noviembre 17 de 2016, el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado, concedió el amparo solicitado mediante agente oficiosa por el señor LÓPEZ VELÁSQUEZ con relación a su derecho de petición, dentro de la acción de tutela presentada contra la UARIV; y, en consecuencia ordenó a tal entidad, para que : “[…] en un término de dos (2) días, contados a partir de la notificación de este fallo, se dé respuesta de fondo a la petición elevada por el señor Miguel Antonio López Velásquez” 
2.2.- En febrero 13 de 2018 la señora MARÍA ELENA LÓPEZ AGUIRRE, hija del señor MIGUEL ANTONIO LÓPEZ, quien intervino como su agente oficiosa, señaló que la UARIV no ha cumplido con lo ordenado en el fallo de tutela y pidió que se diera inicio al incidente de desacato.
2.3.- Por auto de febrero 14 de 2018, no obstante que el a quo se aparta de la postura esgrimida por esta Corporación en relación con el requerimiento previo, al considerar que éste debe efectuarse solo al Superior Jerárquico del funcionario encargado de acatar la providencia judicial, libró comunicaciones vía electrónica a las doctoras CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparación-, y ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS -Subdirectora de Reparación Individual-, para que dentro de los tres días siguientes, observen el fallo judicial y a la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General-, como su superior jerárquica para que les orden cumplir el fallo o en caso contrario dé inicio a las acciones disciplinarias a que hubiere lugar.

2.4.- En atención a que dicha funcionarias no se pronunciaron al respecto, mediante proveído de febrero 23 de 2018 se decretó la apertura del incidente, al cual se vincularon las funcionarias antes mencionadas,  a quienes se concedió traslado por tres días para que expongan las justificaciones y  aporten las pruebas que observen pertinentes.
2.5.- Luego de surtido el trámite de Ley, el Juzgado en decisión de marzo 5 de 2018 sancionó por desacato a las doctoras CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General de la UARIV-, CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparación-, y ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS -Subdirectora de Reparación Individual-, con 05 días de arresto y multa de 01 s.m.l.m.v., para cada una.
2.6.- Encontrándose aun las diligencias ante el despacho a quo, la Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV, pide que se desvinculen del asunto a la Subdirectora General de la entidad y  a la Subdirectora de Reparación Individual, por cuanto  ella es la única responsable de dar cumplimiento al fallo judicial, toda vez que la petición versa  la priorización del reconocimiento de la indemnización, lo cual es de su resorte.  Hace alusión a lo discurrido en este asunto y señala que al verificar la base de datos no se encontró documentación que permita establecer la calidad de destinatario de la indemnización por parte del señor MIGUEL ANTONIO LÓPEZ VELÁSQUEZ, y aunque intentaron comunicación para solicitarle  los soportes faltantes no lo lograron, por lo cual se le envío por escrito tal solicitud, con lo cual considera que se cumplió lo ordenado por el juez constitucional. Pide que se revoque la sanción impuesta por haberse acatado la orden judicial y se archive la actuación; de manera subsidiaria que se decrete la nulidad de lo actuado por la irregularidad cometida por el a quo al imponer sanción en contra de las funcionarias aludidas.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que se tramitó en el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de  Pereira (Rda.).

Como quiera que por parte de la Directora Técnica de Reparación de la UARIV, se pidió la declaratoria de nulidad de la actuación, por cuanto se vincularon dos funcionarias que en su sentir ningún compromiso tienen en lo que fuera materia de este incidente, considera la Sala necesario resolver tal situación de manera inicial, toda vez que de observarse una tal irregularidad, ello conllevaría necesariamente que la Sala se abstenga de definir de fondo el presente asunto.

Al respecto, se evidencia que el a quo consideró que las funcionarias de la UARIV, que debían atender el requerimiento del accionante eran además de la referida directora, las doctoras CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General- y ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS -Subdirectora de Reparación Individual-. No existe duda alguna para el despacho, como así lo indicó la propia Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, que la primera obligada en atender la acción constitucional es ella, por cuanto la petición elevada por el actor, es relativa a la priorización en cuanto a la reparación administrativa que ha reclamado.

De esa inicial conclusión, debe entenderse entonces, que le asistiría razón parcialmente a la Directora de Reparación en su argumentación, en tanto si es ella la primera responsable de acatar la acción de tutela, evidente surge que la Dra. ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS, quien ostenta un cargo de inferior jerarquía, no podía haber sido vinculada a este incidente, y por esa razón se dejará sin efecto la sanción a ella impuesta.

Situación contraria es la que acontece con la Subdirectora General de la AURIV, en cabeza de la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, quien en sentir del Tribunal fue vinculada de manera correcta al presente asunto.  Ello lo decimos porque la misma se ató a este desacato por ostentar la superioridad jerárquica con respecto a la Directora Técnica, como así se desprende del contenido de la página 23 del respectivo Manual de Funciones de la UARIV, el cual puede ser consultado en la página web https://www.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/documentosbiblioteca/manualdefunciones.pdf. Bajo esa perspectiva, considera la Sala, que no existe causal de nulidad alguna que invalide lo actuado.
Recuérdese que para imponer una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es el ciudadano encargada de acatarlo, los motivos por los cuáles no lo ha hecho; y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder cumplir lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo reglado por el artículo 29 de la Constitución Política.

En este preciso asunto, y contrario a lo esgrimido por la Directora Técnica de Reparación, la Sala aprecia que para proferir la decisión objeto de esta consulta -salvo lo relativo a la Subdirectora de Reparación Individual-  se respetó cabalmente el procedimiento establecido, por cuanto se vincularon al trámite tanto a la funcionaria encargada de acatar lo dispuesto en la sentencia, esto es, la Directora de Reparaciones de la UARIV, como también a su superior jerárquica, la Subdirectora General. 
Del requerimiento inicial y de la apertura formal del incidente las citadas servidoras fueron notificadas mediante comunicaciones que les fueran enviadas por correo electrónico
, pero aun así pese a todos esos avisos, ello no fue suficiente para lograr que por parte de la UARIV se diera cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela. Bajo ese entendido, hasta la fecha el derecho fundamental de petición cuya protección invocó el accionante continúa siendo vulnerado por parte de la entidad demandada. 

Si bien es cierto que la hora de ahora, la Directora Técnica de Reparaciones estima que la entidad cumplió con la orden judicial, al haberle enviado una comunicación al accionante por intermedio de su agente oficiosa, considera la Corporación que la misma no resuelve lo pedido por el actor, en tanto lo que allí se afirma es que no ha entregado de manera completa los soportes para acreditar su calidad de destinatario del 50% de la indemnización administrativa, con ocasión de la muerte de su hijo MIGUEL ANTONIO LÓPEZ AGUIRRE.

Para la Sala, de lo allegado al dossier se evidencia que la manifestación de la UARIV tiende a dilatar el cumplimiento de un deber legal, por cuanto de lo expresado por la hija del accionante a esta Corporación
, a lo cual se le da plena credibilidad, es que la misma ya hizo entrega en la debida oportunidad de los soportes que acreditan la calidad que ostenta el señor MIGUEL ANTONIO, y por ende lo hace acreedor a la indemnización que reclama.
Y lo dicho por la agente oficiosa, guarda plena coherencia con lo que por parte de la UARIV se informó al Juzgado mediante escrito de diciembre 5 de 2016
, donde refiere que se da cumplimiento al fallo judicial en el cual se expresó textualmente: “FRENTE A MIGUEL ANTONIO LÓPEZ VELÁSQUEZ TURNO GAC-170927.626 CON FECHA DE PAGO 27 DE SEPTIEMBRE DE 2017 POR EL HECHO VICTIMIZANTE HOMICIDIO RADICADO NH000138282 VÍCTIMA MIGUEL ANTONIO LÓPEZ AGUIRRE, siempre y cuando usted se acerque a la DT, o Punto de la Unidad para las víctimas más cercano al  lugar de su residencia con el fin de firmar la afirmación de únicos destinatarios; sin esto, el turno asignado no se podrá cumplir”. No tendría lógica alguna, que transcurridos algo más de 15 meses desde que se emitió tal documento, los interesados hayan omitido realizar las actividades que les eran pertinentes, esto es, allegar los soportes para acreditar que el señor MIGUEL ANTONIO LÓPEZ sí tenía la calidad exigida para que le fuera entregada la indemnización pertinente. Por el contrario, lo que se advierte es que la entidad ha omitido atender con prontitud el reclamo elevado y tal circunstancia la hace incurrir en desacato al fallo judicial.

Reitera por tanto la Sala, que la decisión sancionatoria proferida en contra de la Directora de Reparaciones y la Subdirectora General de la UARIV, está ajustada a derecho, por advertirse que las mismas están en franca rebeldía contra una providencia judicial que debe ser acatada, y por medio de la cual se protegió el derecho fundamental de petición del señor MIGUEL ANTONIO LÓPEZ VELÁSQUEZ. En ese sentido habrá de confirmarse parcialmente la decisión emitida por el a quo, en tanto se dejará sin efectos la sanción que de manera equívoca se impuso frente a la Dra. ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS, Subdirectora de Reparación Individual.
Ahora bien, en cuanto a la dosificación de la sanción -como ya ha sido objeto de decisión por esta Sala, con ponencia de quien ahora ejerce igual función-
, y de lo cual ya tiene pleno conocimiento el Juez Tercero de Ejecución de Penas, esta debe realizarse con sujeción a los principios de proporcionalidad, razonabilidad y necesidad, los cuales atienden las circunstancias del hecho sancionador y las consecuencias del mismo. En el caso en consulta, aunque por parte de la entidad se ha continuado con la vulneración de la garantía constitucional de la tutelante, considera la magistratura que la fijada por el juez de instancia, si bien está dentro de los límites autorizados por la ley, se muestra un tanto desmedida en lo referido al tiempo de la orden de arresto.

Es así porque la privación de la libertad por el término de cinco (05) días interferiría altamente en el desarrollo de las funciones de los cargos que ocupan los sancionados, lo cual se suma a los graves traumatismos institucionales de la entidad de la que hacen parte, así mismo es evidente que en este asunto es la primer ocasión en la cual se interpone incidente de desacato y por ende en que se impondría sanción a los que no obedecieron el mandato judicial.  En esas circunstancias, la Sala es del criterio que debe morigerarse la penalidad impuesta y en su reemplazo se fijará en tres (03) días de arresto y la multa de un (01) salario mínimo legal mensual vigente permanecerá incólume; igualmente se advierte que este incidente no terminará con ocasión de la sanción, pues recuérdese que se trata de una obligación sucesiva
 que sistemáticamente debe cumplirse, por lo que de persistir la UARIV en la omisión que dio lugar a la interposición de la presente acción, pueden sobrevenir futuras sanciones aún más gravosas.
De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 
4.- RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sanción adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al  considerarse que las encargadas del cumplimiento del fallo constitucional que han incurrido en desacato a la acción de tutela proferida en noviembre 17 de 2016 son las funcionarias CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO y CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, en su calidad de Subdirectora General y Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV, respectivamente, misma que se hará efectiva siempre y cuando no haya prórroga vigente de suspensión por parte de la H. Corte Constitucional aplicable al presente caso, aspecto que deberá ser verificado por el juez de primer nivel al momento de ejecutarla.
SEGUNDO: MODIFICAR la sanción impuesta a las funcionarias CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General de la UARIV- y CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO -Directora Técnica de Reparaciones-, a tres (03) días de arresto y multa de un (01) salario mínimo legal mensual vigente.

TERCERO: Se deja sin efecto la sanción impuesta contra ALICIA JACQUELINE RUEDA ROJAS -Subdirectora de Reparación Individual-, por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.
CUARTO:  SE ADVIERTE a los funcionarios sancionados que este incidente no terminará con ocasión de la sanción, en cuanto se trata de una obligación sucesiva que sistemáticamente debe observarse, por lo que de persistir la UARIV en la omisión que dio lugar a la interposición de la presente acción, pueden sobrevenir futuras penalidades aún más gravosas. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE            JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Ver folios 79 y  82, fte y vto. del cuaderno Principal.


� Ver folio 4 cuaderno del Tribunal.


� Ver folio 56 y ss., cuaderno principal.


� Auto de octubre 27 de 2015, Rad. 66001318700320153079101, donde se decidió Consulta emanada del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad; entre otros.


� “En las órdenes de tracto sucesivo, pueden promoverse desacatos por el reiterado incumplimiento y puede exigirse el cumplimiento en cualquier instante, incluso el juez oficiosamente debe estar atento a hacer cumplir la orden de tutela. Si la orden que se profiere en una sentencia es de tracto sucesivo, como ocurre en el caso de pagarse mesadas pensionales o salarios, no existe inconveniente alguno para que haya sucesivas sanciones en caso de incumplimiento calificable como desacato” Sentencia T-744 de 2003. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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